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Piñero González, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 17 de octubre de 2016. 

Comparece Luxury Auto Group, LLC (Luxury Auto o la 

parte recurrente) mediante la solicitud de revisión judicial de 

título presentada el 2 de noviembre de 2015.  Solicita la 

revisión de la Resolución emitida por el Departamento de 

Asuntos del Consumidor (DACO) el 27 de agosto de 2015, 

notificada ese mismo día. Mediante dicho dictamen se decreta 

la resolución del Contrato de Compraventa y Venta 

Condicional a Plazos existente entre Luxury Auto y el señor 

Francisco J. Rivera Torres (señor Rivera Torres). 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

CONFIRMAMOS la determinación recurrida.  

I. 

 El señor Rivera Torres presenta la Querella Núm. 

PO0005343 ante DACO el 8 de octubre de 2014 contra 
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Reliable Financial Services, Inc. (Reliable).  En ella aduce que 

su vehículo Mitsubishi Evolution del 2008 adquirido el 2 de 

septiembre de 2014 de Luxury Auto tiene una fuga de aceite 

en la transmisión manual, la cual, luego de haberse 

reclamado a la parte recurrente, ésta no quiere hacerse 

responsable.  

 Luego de los correspondientes trámites y procesos, 

incluyendo que se inspeccionara el vehículo en cuestión el 29 

de octubre de 2014 y el inspector de DACO emitiera su 

Informe, se celebra vista el 18 de febrero de 2015.  A ese 

proceso comparece el señor Rivera Torres y el señor Miguel 

Ortiz, propietario de Luxury Auto, ambos con sus respectivas 

representaciones legales. En cuanto a Reliable, esta parte no 

comparece pero su representación legal presenta escrito 

sometiendo el caso por el expediente.  

 El 27 de febrero de 2015 el señor Rivera Torres presenta 

Moción Urgente Suplicando la Enmienda a la Querella por 

Fraude y Solicitud de Vista Administrativa. Indica que durante 

la vista “surgió nueva evidencia que desconocía el querellante 

y que es indicativo de que midió fraude hacía del querellante”.  

Se refiere a que durante la vista celebrada el 18 de febrero de 

2015 surgió una segunda orden de compra la cual indicaba 

que el vehículo en cuestión tenía otro millaje al momento de 

su adquisición; que el costo del vehículo no fue el 

originalmente pactado; que tiene un cargo que no fue 

notificado; que la partida del pago del pronto es distinta; que 

refleja una tasa interés de 20.95%, la cual no le fue 

notificada; y que la firma que incluye no es la suya. En vista 
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de lo anterior, solicita enmendar la Querella.  En igual fecha, 

el señor Rivera Torres presenta Querella Enmendada en la 

cual expresa que el contenido de la segunda orden constituye 

fraude y torna nulo el contrato de compra y el contrato de 

financiamiento.  Además, afirma que si hubiese conocido que 

el vehículo estaba dañado y que se le cobraría todas las 

partidas antes mencionadas, así como que se hubiese 

falsificado su firma, éste no hubiese adquirido el referido 

vehículo de motor.  

 Así las cosas DACO emite Notificación de Enmienda y 

Enmienda a Querella el 17 de marzo de 2015 en donde indica 

lo siguiente: 

Comparece la parte querellante, por conducto de 
su representante legal y reclama que durante la vista 

administrativa surgió nueva evidencia que desconocía 
el querellante y que en (sic) indicativo que medi(ó) 

fraude hacia el querellante. Que durante la vista 
surgió una segunda orden de compra adversa al 
querellante, que la orden de compra establece un 

millaje distinto al real al momento de la compra del 
vehículo.  Que se establece una partida de costos por 
seguros la cual no fue pactada con el querellante y 

distinta a la que consta en el contrato de 
financiamiento. Se realiz(ó) un cargo por $599.00 los 

cuales no fueron notificados al querellante. La partida 
del pronto es distinta. Que no le fue notificado de la 
cantidad abusiva del 20.95% de interés y que se 

falsific(ó) la firma en la orden de compra. Para más 
información ver documento adjunto. 

 
También en esa ocasión DACO dispone que las partes 

tienen un término de cinco (5) días con antelación a la fecha 

de vista administrativa para contestar la misma.  Por su 

parte, Luxury Auto presenta Moción en Oposición a Enmienda 

a Querella el 20 de marzo de 2015.  Aduce, en síntesis, que se 

opone a la solicitud de que se enmiende la Querella en 

consideración a que su presentación ocurre tardíamente 
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cuando ya las partes habían sometido el caso para su 

adjudicación. 

Así las cosas, DACO celebra segunda vista 

administrativa el 27 de mayo de 2015, previo oportuna 

notificación, con el único fin de atender las alegaciones 

contenidas en la Querella Enmendada y en donde comparecen 

las mismas partes que acudieron a la primera vista.  

Finalmente DACO emite la Resolución recurrida el 27 

de agosto de 2015, notificada ese mismo día.  Mediante la 

misma se decreta la resolución del Contrato de Compraventa 

y Venta Condicional a Plazos habido entre Luxury Auto y el 

señor Rivera Torres.  En adición, se ordena a Luxury Auto a 

reembolsarle al recurrido $10,000.00 por concepto del pronto 

pago.  También, a devolverle todas las mensualidades 

pagadas del contrato de financiamiento hasta el momento de 

la Resolución, así como sus intereses.  Se ordena también a 

que el recurrente le pague al señor Rivera Torres $1,000.00 

en concepto de daños y $500.00 por honorarios de abogado. 

Oportunamente, el 16 de septiembre de 2015 Luxury 

Auto presenta solicitud de reconsideración ante DACO. 

Transcurrido el término de quince (15) días que tiene la 

agencia para considerar y actuar sobre dicho remedio, DACO 

no actúa.  En razón de ello, Luxury Auto acude 

oportunamente ante este Tribunal mediante el recurso de 

epígrafe.  Señala que DACO cometió los siguientes errores: 

Erró el DACO al reabrir un caso que estaba en espera 

de resolución, o sea, sometido y ve una segunda vista 
con el mismo oficial examinador el cual ya estaba 
contaminado con la prueba. 

 



 
 

 
KLRA201501212    

 

5 

Erró el DACO al aplicar el reglamento de garantías 
fuera de su jurisdicción por haber sido el vehículo 

vendido recorrido en exceso de la cubierta de garantía. 
 

El 25 de enero de 2016 emitimos Resolución 

otorgándole término a DACO y al señor Rivera Torres para 

que éstos presentaran los correspondientes alegatos.  DACO 

comparece el 23 de diciembre de 2015 y el señor Rivera 

Torres comparece el 29 de diciembre de 2015. Encontrándose 

perfeccionado el presente recurso, procedemos a resolver. 

II. 

A. 

La Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 3 LPRA sec. 

2101 et seq., según enmendada, conocida como Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), establece un 

cuerpo de reglas mínimas para proveer uniformidad al 

proceso decisional de las agencias públicas.  Esta Ley tiene el 

propósito de alentar la solución informal de las controversias 

administrativas. Para adelantar ese objetivo se autoriza a las 

agencias a promulgar reglas y procedimientos que permitan 

una solución informal, sin menoscabar los derechos 

garantizados por ley.  Torres Santiago v. Departamento de 

Justicia, 181 DPR 969 (2011).   

Conforme a la doctrina de delegación de poderes que 

valida la creación de agencias gubernamentales, la 

Legislatura puede delegar el poder judicial constitucional a 

agencias ya sea mediante jurisdicción concurrente o exclusiva 

sobre una o determinadas materias, o asuntos.  La delegación 

a agencias administrativas de poderes cuasi judiciales 

persigue el propósito de proveer un sistema adjudicativo 
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económico, rápido y práctico.  El fin último de estas es hallar 

la verdad y hacer justicia a las partes.  Se favorece que el 

proceso sea ágil, sencillo y que propicie su uso eficiente por 

las personas legas.  López y otros v. Asoc. de Taxis de Cayey, 

142 DPR 109, 113 (1996).  

Toda agencia cubierta por la LPAU tiene que cumplir 

con el procedimiento formal de adjudicación.  Los 

procedimientos adjudicativos formales deben salvaguardar los 

derechos siguientes: (1) el derecho a una notificación 

oportuna de los cargos, querellas o reclamaciones contra una 

parte; (2) el derecho a presentar evidencia; (3) el derecho a 

una adjudicación imparcial; y (4) el derecho a que la decisión 

se fundamente en el expediente.  A su vez, la LPAU también 

reconoce el derecho de toda parte a estar representada por un 

abogado o abogada y a que se emita una resolución con 

determinaciones de hecho y conclusiones de Derecho. Torres 

Santiago v. Departamento de Justicia, supra.  Véase además 

Sección 3.1 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2151. 

El Tribunal Supremo ha expresado que incluso en los 

procedimientos informales que afectan intereses propietarios 

o libertarios hay que concederle a la parte afectada: una 

notificación adecuada, la oportunidad de confrontarse con la 

prueba de la otra parte y presentar la suya, la oportunidad de 

reconsiderar la determinación administrativa y de revisar 

judicialmente dicha determinación.  Torres Santiago v. 

Departamento de Justicia, supra.  Es por ello que la LPAU 

garantiza que los procedimientos ante las agencias 
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administrativas cumplan con las garantías del debido proceso 

de ley.   

Sobre esto en particular, conviene destacar que nuestro 

Tribunal Supremo ha definido el debido proceso de ley, como 

el derecho que tiene toda persona a tener un proceso justo y 

con todas las debidas garantías que ofrece la ley, tanto en el 

ámbito judicial como el administrativo.  Aut. Puertos v. HEO, 

186 DPR 417 (2012).  En lo que respecta al debido proceso de 

ley en el ámbito administrativo, recordamos que aunque éste 

no tiene la rigidez que posee en la esfera penal, sí requiere un 

proceso justo y equitativo que garantice y respete la dignidad 

de las personas afectadas. Torres v. Junta de Ingenieros, 

supra; López y otros v. Asoc, de Taxis de Cayey, supra.  

B. 

En nuestro ordenamiento jurídico la ley orgánica de una 

agencia es el mecanismo legal mediante el cual se autoriza y 

se delega a la misma los poderes necesarios para que ésta 

actúe conforme al propósito perseguido por la Asamblea 

Legislativa con su creación.  DACO v. AFSCME, 185 DPR 1 

(2012); Amieiro González v. Pinnacle Real Estate, 173 DPR 363 

(2008); ASG v. Municipio de San Juan, 168 DPR 337 (2006).  

De igual forma, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

reiterado en numerosas ocasiones que al interpretar el 

alcance de los poderes delegados a una agencia 

administrativa, no debemos limitar el análisis a una 

interpretación restrictiva del estatuto habilitador de la 

agencia.  ASG v. Municipio de San Juan, supra; Lebrón v. El 

Comandante Oper. Co., 148 DPR 298 (1999). 
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En lo que concierne al caso que nos ocupa precisamos 

que DACO es un organismo gubernamental creado por la Ley 

5 de 23 de abril de 1973, 3 LPRA sec. 341, et seq., según 

enmendada, conocida como la Ley Orgánica del Departamento 

de Asuntos del Consumidor.  El fin primordial de esta agencia 

es vindicar, proteger e implementar los derechos del 

consumidor.  3 LPRA sec. 341b; Amieiro González v. Pinnacle 

Real Estate, supra.  Además, dicha Ley procura un 

procedimiento administrativo sencillo, poco costoso y ágil 

para dilucidar reclamaciones pequeñas y vindicar derechos de 

los consumidores.  Ferrer Rodríguez v. Figueroa, 109 DPR 398 

(1980); Pérez Ríos v. Hull Dobbs, 107 DPR 834 (1978). 

En el ejercicio de las facultades que le fueron 

conferidas, DACO promulga el Reglamento de Garantía de 

Vehículos de Motor, Reglamento Núm. 7159 de 1 de junio de 

2006 (Reglamento 7159) con el propósito de asegurarle al 

consumidor que adquiere un vehículo de motor que el mismo 

sirva los propósitos para los que es adquirido y que reúna las 

condiciones mínimas necesarias para garantizar la protección 

de su vida y propiedad.  Véase, Regla 2 del Reglamento 7159.  

Por su parte la Regla 26 del referido Reglamento 

establece las obligaciones del vendedor al proveer servicio de 

garantía a un vehículo de motor usado.  En particular, la 

Regla 26.1 dispone que se prohíbe vender un vehículo de 

motor usado sin garantía y la Regla 26.1 expresa que todo 

vendedor de vehículos de motor usados, concederá garantía 

en piezas y mano de obra.  Dicha garantía será a base de 

millaje recorrido y según la escala provista.  En lo que atañe 
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al caso de autos, cuando un vehículo usado tiene de 50,000 a 

100,000 millas de uso, la garantía será de dos (2) meses o 

2,000 millas, lo que ocurra primero.  Véase, Regla 26.2 del 

Reglamento 7159. 

En cuanto al procedimiento adjudicativo de las 

querellas presentadas ante DACO o por la propia agencia, se 

ha promulgado el Reglamento de Procedimientos 

Adjudicativos, Reglamento Núm. 8034 de 11 de junio de 2011 

(Reglamento 8034).  El propósito de dicho Reglamento es 

asegurar la solución justa, rápida y económica de las 

querellas presentadas y proveer un procedimiento uniforme 

para su adjudicación.  Véase, Regla 1 del Reglamento 8034. 

Este Reglamento aplica a los procedimientos administrativos 

sobre querellas iniciadas por consumidores o por el propio 

DACO.  Véase, Regla 3 del Reglamento 8034. A estos 

procedimientos administrativos no les serán de estricta 

aplicación las Reglas de Procedimiento Civil y de Evidencia, 

salvo en lo que el Funcionario o Panel de Jueces que presida 

la vista o DACO lo estime necesario, en aras de los fines de la 

justicia. Véase, Regla 24 del Reglamento 8034. 

Referente a la controversia de autos, la Regla 8.1 de del 

Reglamento 8034 establece la obligación de la agencia de 

notificar a todos los querellados la querella presentada en su 

contra.  En cuanto a las enmiendas a la querella, expresa la 

Regla 16.1 de dicho Reglamento lo siguiente:  

El querellante podrá enmendar su querella en 

cualquier momento después de radicada, pero antes 
del término de veinte (20) días antes de la vista 

administrativa, si la enmienda a la querella se 
presenta dentro del término de veinte (20) días antes 
de la vista administrativa quedará a discreción del 

Juez Administrativo, Oficial Examinador, Secretario o 
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Panel de Jueces el aceptar o no la enmienda a la 
querella y de enmendarse la querella el Departamento 

notificará la querella enmendada a la parte querellada 
que tiene a su vez veinte (20) días para contestarla, si 

el querellante está representado por abogado, éste 
estará obligado a notificarla. La enmienda a la querella 
inicia nuevamente los términos para resolver la 

querella en el término establecido en la Ley Número 
170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, Ley 
de Procedimiento Administrativo Uniforme.  

 
Destáquese también que la Regla 16.2 del Reglamento  

8034 dispone que:  

La querella podrá entenderse enmendada durante 
la vista administrativa para ajustarla a la prueba 
presentada; excepto en casos celebrados en 

rebeldía. (Énfasis nuestro). 
 

C. 

En relación a la contratación entre las partes, sabido es 

que los contratos existen desde que una o varias personas 

consienten en obligarse respecto de otra u otras, a dar alguna 

cosa o a prestar algún servicio.  Artículo 1206 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3371; García Reyes v. Cruz Auto Corp., 

173 DPR 870 (2008); Collazo Vázquez v. Huertas Infante, 171 

DPR 84 (2007).  Existe un contrato cuando concurren los 

siguientes requisitos: (1) consentimiento de los contratantes; 

(2) objeto cierto que sea materia del contrato; y (3) causa de la 

obligación que se establezca.  Artículo 1213 del Código Civil, 

31 LPRA sec. 3391; García Reyes v. Cruz Auto Corp., supra; 

Rivera v. PRAICO, 167 DPR 227 (2006).  Una vez concurren 

las condiciones esenciales para su validez, un contrato es 

obligatorio cualquiera que sea la forma en que se haya 

celebrado. Artículo 1230 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3451. 

Las partes contratantes tienen el deber de actuar y 

proceder en todo momento de buena fe, tanto en la etapa 

preparatoria del contrato como en la fase de cumplimiento.  



 
 

 
KLRA201501212    

 

11 

El Tribunal Supremo ha expresado que la buena fe es un 

principio medular en nuestro derecho de contratos.  Sus 

dictámenes vinculan a las partes durante las relaciones 

precontractuales, afectan la interpretación de los contratos, 

regulan su cumplimiento y permiten su modificación.  S.L.G. 

Silva-Alicea v. Boquerón Resort, 186 DPR 532 (2012); S.L.G. 

Ortiz Alvarado v. Great American, 182 DPR 48 (2011). 

En función de ese principio el Artículo 1217 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3404, dispone que será nulo el 

consentimiento prestado por error, violencia, intimidación o 

dolo.  Por su parte, el Artículo 1221 del Código Civil de Puerto 

Rico, 31 LPRA sec. 3408, establece que hay dolo cuando con 

palabras o maquinaciones insidiosas de parte de uno de los 

contratantes, es inducido el otro a celebrar un contrato que, 

sin ellos, no hubiera hecho.  Dispone el Artículo 1255 del 

mismo Código, 31 LPRA sec. 3514, que declarada la nulidad 

de una obligación, los contratantes deben restituirse 

recíprocamente las cosas que hubiesen sido materia del 

contrato, con sus frutos, y el precio con los intereses.  

Añádase que según el Artículo 1054 del Código Civil, 31 LPRA 

sec. 3018, aquel contratante que incurre en dolo, negligencia 

o morosidad, así como cualquier incumplimiento, responderá 

por los daños y perjuicios causados. Véase además, Andamios 

de PR v. JPH Contractors Corp., 179 DPR 503 (2010). 

Distíngase que el no todo tipo de dolo produce la 

nulidad del contrato.  Para que así sea el dolo deberá ser 

grave y no puede haber sido empleado por las dos partes 

contratantes.  Artículo 1222 del Código Civil, 31 LPRA sec. 
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3409. Véase además, Colón v. Promo Motor Imports, Inc., 144 

DPR 659 (1997).  Hay dolo grave siempre que el engaño 

recaiga en los elementos esenciales del contrato; entiéndase 

sobre las motivaciones principales que llevaron a la parte 

afectada a vincularse.  García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 

DPR 870; Colón v. Promo Motors, Inc., supra.  Por su parte, el 

dolo incidental es aquél que afecta los elementos accesorios 

de la obligación y que no tiene una influencia decisiva sobre 

la esencia del contrato, sino que facilita la celebración del 

mismo.  García Reyes v. Cruz Auto Corp., supra; Colón v. 

Promo Motor Imports, Inc., supra.  Este tipo de dolo no anula 

el contrato, pero obliga a quien lo empleó a indemnizar los 

daños y perjuicios sufridos.  Íd.  

D. 

De otro lado, la LPAU dispone que la revisión judicial de 

las determinaciones finales de las agencias administrativas se 

circunscribe a evaluar: (1) si el remedio concedido por la 

agencia es el adecuado; (2) si las determinaciones de hechos 

están sostenidas por la evidencia sustancial que surge de la 

totalidad del expediente; y (3) si las conclusiones de derecho 

son correctas, para cuyo escrutinio no tenemos limitación 

revisora alguna.  Véase, Sección 4.5, 3 LPRA sec. 2175. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido que 

las decisiones de los foros administrativos están revestidas de 

una presunción de regularidad y corrección. Las conclusiones 

de estas agencias merecen gran deferencia por parte de los 

tribunales, por lo que debemos ser cuidadosos al intervenir 

con las determinaciones administrativas.  González Segarra et 
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al. v. CFSE, 188 DPR 252 (2013); Empresas Loyola v. Com. 

Ciudadanos, 186 DPR 1033 (2012); Acarón et al. v. D.R.N.A., 

186 DPR 564 (2012); Calderón Otero v. CFSE, 181 DPR 386 

(2011).  Esta norma se fundamenta en la vasta experiencia y 

el conocimiento especializado que ostentan las agencias 

acerca de los asuntos que les son encomendados.  González 

Segarra et al. v. CFSE, supra;  Hernández, Álvarez v. Centro 

Unido, 168 DPR 592 (2006).  Ahora bien, esta norma de 

deferencia de ningún modo puede afectar el alcance de la 

facultad de revisión de los tribunales.  Padín Medina v. Adm. 

Sist. Retiro, 171 DPR 950 (2007). 

Al revisar una decisión administrativa el criterio rector 

será la razonabilidad en la actuación de la agencia.  González 

Segarra et al. v. CFSE, supra.  Corresponde a los tribunales 

analizar las determinaciones de hechos de los organismos 

administrativos amparados en esa deferencia y razonabilidad. 

Íd.  Los tribunales no deben intervenir o alterar las 

determinaciones de hechos de un organismo administrativo si 

surge del expediente administrativo, considerado en su 

totalidad, que existe evidencia sustancial que sostiene dichas 

determinaciones.  González Segarra et al. v. CFSE, supra; 

Otero v. Toyota, supra.  Sin embargo, cuando se trata de las 

conclusiones de derecho, el tribunal las puede revisar en 

todos sus aspectos, sin sujeción a norma o criterio alguno. 

Pereira Suárez v. Jta. Dir. Cond., 182 DPR 485 (2011); Rebollo 

v. Yiyi Motors, 161 DPR 69 (2004). 

Al ejercer su función revisora, los tribunales no pueden 

descartar libremente las conclusiones e interpretaciones de 
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derecho de la agencia y sustituir el criterio de estas por el 

propio. González Segarra et al. v. CFSE, supra.  La revisión 

judicial de decisiones administrativas se debe limitar a 

determinar si la agencia actuó arbitraria o ilegalmente, o en 

forma tan irrazonable que su actuación constituye un abuso 

de discreción.  Rebollo v. Yiyi Motors, supra. 

III. 

En el recurso de revisión judicial ante nuestra 

consideración nos corresponde resolver si DACO actuó 

correctamente o no al declarar con lugar la Querella 

presentada por el señor Rivera Torres y declarar la resolución 

del contrato de compraventa habido entre las partes y la 

devolución de las prestaciones más daños. 

En el primer error señalado Luxury Auto plantea que 

incidió DACO al “reabrir” mediante la presentación, la cual 

alega fue tardía, de la Querella Enmendada cuando el caso ya 

se encontraba en espera de resolución.  En ajustada síntesis 

sostiene que, tras permitir la enmienda a la Querella y 

celebrar una segunda vista, DACO violó su propia 

reglamentación al promover que los litigios ante sí no tengan 

fin así violentando su debido proceso de ley.  No le asiste la 

razón.  

Surge de la Resolución recurrida que tras culminarse la 

vista administrativa del 18 de febrero de 2015 el señor Rivera 

Torres “llamó a la atención de este Departamento que la parte 

querellada tenía consigo una orden de compra diferente a la 

que se le entregara, que no recogía el negocio llevado a cabo, y 

en el cual aparecía una firma de él, la cual entendía había sido 
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falsificada”.  Véase, Determinación de Hecho número 26.  En 

vista de lo anterior, el señor Rivera Torres presentó Moción 

Urgente Suplicando la Enmienda a la Querella por Fraude y 

Solicitud de Vista Administrativa así como Querella 

Enmendada.  Ante dicha situación DACO correctamente 

emitió Notificación de Enmienda y Enmienda a Querella, 

ordenó a las partes a contestar la misma y ordenó una 

segunda vista administrativa con el único propósito de 

atender las alegaciones de la Querella Enmendada.  Ello, tras 

“entender que se había descubierto evidencia esencial, la cual 

a pesar de una diligencia razonable, no pudo descubrirse ni 

presentarse en la vista administrativa; y por entender que la 

justicia sustancial lo requería”.  Véase, Determinación de 

Hecho número 28.   

Igualmente surge de nuestro expediente que a dicha 

vista compareció tanto el señor Rivera Torres como el señor 

Miguel Ortiz, propietario de Luxury Auto, ambos con su 

respectiva representación legal, y se confrontó la prueba.  

Véase, Determinaciones de Hecho números 30-38.  

Destáquese en particular que el señor Miguel Ortiz, 

propietario de Luxury Auto alegó en la segunda vista 

administrativa que al momento de la compraventa al señor 

Rivera Torres únicamente se le hizo entrega de la orden de la 

primera orden de compra y la segunda orden se le había 

entregado en blanco para que luego una empleada suya la 

llenara sin que el recurrido estuviera presente.  Véase. 

Determinación de Hecho 38. 
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Ante el cuadro procesal antes reseñado queda claro 

que en efecto DACO cumplió con el Reglamento 8034 y 

en particular con la Regla 16.2 que permite que una 

querella pueda entenderse enmendada durante la vista 

administrativa para ajustarla a la prueba presentada.  En 

adición, DACO notificó oportuna y adecuadamente la 

celebración de una segunda vista y surge de la Resolución 

recurrida que las partes fueron oídas y pudieron confrontarse 

con la prueba presentada.  Al así actuar, la agencia dilucidó 

las controversias planteadas ante sí en su totalidad y de 

acuerdo con Regla 31.1 del Reglamento 8034.  Dicha Regla 

claramente expresa que antes de que expire el término para 

revisar judicialmente la resolución, a iniciativa propia o a 

solicitud de parte, el Departamento podrá ordenar la 

celebración de una nueva vista por cualquiera de los 

siguientes motivos: a) cuando se descubriese evidencia 

esencial, la cual, a pesar de una diligencia razonable, no pudo 

descubrirse ni presentarse en la vista; b) cuando la justicia 

sustancial lo requiere.  El Departamento podrá conceder una 

nueva vista administrativa a todas o cualesquiera de las 

partes y sobre todas o parte de las cuestionas litigiosas.  

Por lo tanto, concluimos que la Querella 

Enmendada no fue presentada a destiempo.  En adición, 

ciertamente DACO salvaguardó el debido proceso de ley al 

notificar correctamente la enmienda y darle oportunidad 

a las partes a oponerse.  

En cuanto al segundo error planteado, Luxury Auto 

señala que incidió DACO al aplicar el precitado Reglamento 
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7159, Reglamento de Garantía de Vehículos de Motor pues 

entiende que la agencia debió haber utilizado el millaje según 

indicado en la segunda orden de compra; entiéndase 60,671 

millas.  Tampoco le asiste la razón.  

Las Determinaciones de Hecho realizadas por DACO 

según éstas constan en la Resolución recurrida, están 

basadas en la credibilidad que le dio la agencia a los 

testimonios vertidos en las dos vistas administrativas.  En 

particular, DACO determinó que al momento de la 

compraventa la unidad adquirida por el señor Rivera Torres 

tenía un millaje de 65,892 millas recorridas.  Véase, 

Determinación de Hecho 3.  No obstante lo anterior, Luxury 

Auto pretende que la agencia utilizara la cantidad de millas 

que se indican en la segunda orden de compras, 60,671 

millas, orden que precisamente impugna dicha parte en el 

primer error de este recurso.  

Téngase en cuenta que DACO concluyó en la Resolución 

impugnada que, tras la celebración de las dos vistas 

administrativas, precisamente le tocaba resolver si la 

diferencia que presentaban las dos órdenes de compra eran 

suficientes en Derecho para ordenar le resolución del contrato 

entre las partes.  Expresó que “si algo consta, es que hay dos 

órdenes de compra en el expediente administrativo, que son 

contradictorias entre sí”.  En adición, añadió que DACO quedó 

convencido que la segunda orden de compra fue alterada sin 

la presencia o consentimiento del señor Rivera Torres. 

Habida cuenta de lo anterior, nótese que la 

determinación final de la agencia no fue que al señor Rivera 
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Torres se le honrara la garantía, asunto planteado en la 

Querella original, sino que en base a la Querella Enmendada 

DACO decretó la resolución del Contrato de Compraventa y 

Venta Condicional a Plazos habido entre Luxury Auto y el 

señor Rivera Torres por entender que hubo dolo grave en la 

contratación.  Por lo tanto, la alegación ante este tribunal 

relacionada a la mala aplicación del Reglamento 7159 es 

improcedente.  

Recordemos que nuestra función revisora se limita, 

entre otras cosas, a evaluar si las determinaciones de hechos 

están sostenidas por la evidencia sustancial que surge de la 

totalidad del expediente.  Establecido lo anterior, y en 

consideración a la apreciación de la prueba que hizo la 

agencia, tomamos como correctas las determinaciones de 

hechos que obran en la Resolución recurrida, a las cuales 

debemos deferencia tras DACO adjudicar credibilidad sobre 

los testimonios orales vertidos.  En adición, conviene 

mantener presente que el norte de todo procedimiento 

adjudicativo, ya sea judicial o administrativo, es la búsqueda 

de la verdad y de la justicia para las partes.  O.E.G. v. 

Rodríguez 159 DPR 98 (2003); Pérez Rodríguez v. P.R. Park 

Systems, Inc., 119 DPR 634 (1987); JRT v. Autoridad de 

Comunicaciones, 110 DPR 87 (1981). 

En virtud de lo anterior, y por considerar que DACO 

salvaguardó el debido proceso de ley de la parte recurrente y 

que su determinación es razonable por lo que no es arbitraria, 

ni caprichosa y se encuentra apoyada en evidencia sustancial 
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que obra en el expediente, forzoso es concluir que no se 

cometieron los errores señalados por Luxury Auto.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, los cuales 

hacemos formar parte de esta Sentencia, CONFIRMAMOS la 

Resolución emitida por DACO el 27 de agosto de 2016.  

Notifíquese a todas las partes. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal. 

 
 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


